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3.o Declarar la nulidad del despido de los recurren-
tes, con las consecuencias legales inherentes a tal
declaración.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de julio de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael
de Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmados y rubri-
cados.

18106 Sala Primera. Sentencia 141/1999, de 22 de
ju l io de 1999. Recurso de amparo
3.058/1995. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Albacete que desestimó parcial-
mente el recurso de apelación interpuesto
contra los dictados por el Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Man-
cha en relación con Acuerdo del Centro Peni-
tenciario de Albacete que acordó la interven-
ción y limitación de las comunicaciones del
recurrente. Supuesta vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: motivación sufi-
ciente de la resolución judicial impugnada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.058/95, promovido
por don Imanol Joseba Chavarri Lopategui, representado
por el Procurador de los Tribunales don Nicolás Repetto
Ferreyoli y asistido por el Letrado don Saturio Hernández
de Marco, contra el Auto de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Albacete de 10 de julio de 1995,
parcialmente desestimatorio del recurso de apelación
contra los Autos de 15 de marzo y 5 de abril de 1995,
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Cas-
tilla-La Mancha, relativos a la queja formulada por el
recurrente contra la resolución de la Dirección del Centro
Penitenciario de Albacete que acordó la intervención y
limitación de sus comunicaciones. Han intervenido el
Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado y ha actuado
como Ponente el Magistrado don Manuel Jiménez de
Parga y Cabrera, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El 8 de agosto de 1995 se registró en este Tri-
bunal escrito firmado por don Imanol Joseba Chavarri
Lopategui en el que manifiesta su intención de interponer
recurso de amparo contra las resoluciones referidas en
el encabezamiento de la presente Sentencia, solicitando
para ello la designación de Abogado y Procurador del
turno de oficio.

2. Por providencia de 11 de septiembre de 1995
la Sección Primera acordó requerir a los órganos judi-
ciales afectados para que remitiesen testimonio de las

actuaciones donde constan las resoluciones impugna-
das. Al mismo tiempo decidió librar los despachos opor-
tunos para la designación de Abogado y Procurador del
turno de oficio.

3. La designación recayó en los Sres. Reppetto
Ferreyoli, Procurador, y Hernández de Marco, Letrado;
dándose traslado al Procurador, por providencia de 23
de octubre de 1995, para que, bajo la dirección del
Letrado y en el plazo de veinte días, formúlase la corres-
pondiente demanda de amparo, que fue presentada en
el Juzgado de Guardia el 8 de noviembre de 1995 y
registrada en este Tribunal el día 10 siguiente.

4. Los hechos en que se fundamenta el recurso de
amparo son los siguientes:

a) El recurrente, interno en el Centro Penitenciario
de Albacete, en calidad de preso preventivo, formuló
queja ante el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm.
1 de Castilla-La Mancha contra el Acuerdo de la Direc-
ción del Centro Penitenciario relativo a la intervención
de sus comunicaciones, así como a la limitación al núme-
ro de dos las cartas que podía remitir semanalmente
a sus allegados.

b) El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, por Auto
de 15 de marzo de 1995, desestimó las quejas, razo-
nando que la intervención de las comunicaciones del
interno constituye una medida necesaria y proporcio-
nada, de conformidad con lo establecido en el art. 51.1
L.O.G.P. (Ley Orgánica General Penitenciaria), dada la
presunta vinculación del interno con un grupo armado;
además, y conocidos los resultados de la actividad del
grupo ETA, como constitutivos de graves delitos, la inter-
vención se funda en razones de seguridad. En cuanto
a la limitación del número de cartas que puede remitir
semanalmente, se declara que ello es conforme con lo
previsto en el art. 98, en relación con el art. 90, del
Reglamento Penitenciario.

c) Interpuesto recurso de reforma contra la anterior
resolución, fue desestimado por Auto de 5 de abril de
1995, remitiéndose a los fundamentos jurídicos del Auto
impugnado.

Contra el Auto de 5 de abril de 1995, se interpuso
recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de
Albacete, que fue estimado parcialmente, aunque con-
firmando la resolución del Juzgado en lo referente al
objeto de este recurso de amparo.

5. En la demanda de amparo, que se remite a los
hechos y fundamentos de derecho consignados en el
escrito inicial del recurrente, se invoca la vulneración
de los arts. 24.1 y 2, 18.1 y 3 y 25 C.E.

La vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1) se imputa a las resoluciones judiciales, las
cuales confirmaron el Acuerdo de intervención y limi-
tación de las comunicaciones del recurrente, argumen-
tando el quejoso que su presunta pertenencia a la orga-
nización terrorista ETA no es motivo suficiente para jus-
tificar la intervención y limitación de las comunicaciones,
por lo que se vulnera —además— su derecho a la inti-
midad (art. 18.1) y derecho al secreto de las comuni-
caciones (art. 18.3 C.E.)

El quejoso considera igualmente vulnerado el art.
25.1, por entender que la referida intervención y limi-
tación constituye una sanción no prevista en el orde-
namiento jurídico y fundada en unos hechos no pro-
bados, como son los de su vinculación a banda armada,
por los que no ha sido condenado. Por tanto se conculca
también su derecho a la presunción de inocencia (art.
24.2).
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6. Por providencia de 29 de abril de 1996, la Sec-
ción Primera acordó, a tenor de lo dispuesto en el art.
50.3 LOTC, conceder un plazo común de diez días al
Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo para que,
dentro de dicho término, alegaran lo que estimaren per-
tinente en relación con la posible causa de inadmisión
del recurso de amparo, consistente en carecer la deman-
da manifiestamente de contenido que justifique una deci-
sión de fondo por parte de este Tribunal Constitucional,
de conformidad con lo previsto en el art. 50.1 c) LOTC.

7. El recurrente registró su escrito ante este Tribunal
el 17 de mayo de 1996. En el mismo se reiteran los
argumentos contenidos en la demanda y se insiste en
que, preso preventivo, se le impuso una restricción de
sus derechos fundamentales sin referencia concreta a
su situación personal en el Centro Penitenciario. Las reso-
luciones jurídicas recurridas infringen los derechos fun-
damentales invocados, siendo, a su entender, insuficien-
te para establecer tales restricciones su presunta cola-
boración con grupo armado. Alega que ha sido puesto
en libertad provisional por Auto del Juzgado Central de
Instrucción núm. 2, de 11 de enero de 1994, retirándose
aquella imputación contra él.

8. El Fiscal, por escrito registrado el 22 de mayo
de 1996, interesa la inadmisión a trámite de la demanda
de amparo.

Entiende no fundada la invocación del art. 24.1 y
2 C.E., por considerar que los Autos recurridos efectuaron
una interpretación de la legalidad ordinaria no irracional
ni arbitraria, aun cuando el recurrente discrepe de la
misma. Niega, asimismo, la vulneración de los derechos
fundamentales a la intimidad (art. 18.1) y al secreto de
las comunicaciones (art. 18.3), puesto que las resolu-
ciones recurridas justifican la restricción de dichos dere-
chos fundamentales, exponiendo todas las circunstan-
cias que determinan la adopción de la medida cautelar,
tanto en lo referente al supuesto fáctico como al fin
perseguido, siendo acorde con la previsión normativa
(51.1 L.O.G.P.). Por último, considera que la intervención
y limitación de las comunicaciones cuestionadas no
constituyeron sanción alguna, sino una medida cautelar,
adoptada por la Administración y confirmada por el Juez
de Vigilancia, por lo que no lesiona el derecho a la pre-
sunción de inocencia (art. 24.2 C.E.), ni el art. 25.1 C.E.

9. Por providencia de 11 de noviembre de 1996,
la Sección Primera acordó admitir a trámite la demanda
y, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista
de todas las actuaciones en la Secretaría de la Sala,
por un plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal
y al solicitante de amparo, para que dentro de dicho
término pudiesen presentar las alegaciones que a su
derecho conviniesen.

10. El Abogado del Estado compareció en el pre-
sente proceso de amparo, por escrito de 29 de noviem-
bre de 1996, teniéndosele por personado y parte por
providencia de la Sección Segunda de 2 de diciembre
de 1996.

11. Con fecha 29 de noviembre de 1996, registró
su escrito el Procurador del recurrente, don Nicolás
Repetto Ferreyoli, ratificándose en todas y cada una de
las alegaciones efectuadas en sus escritos anteriores.

12. El Abogado del Estado, por escrito presentado
el 3 de diciembre de 1996, formuló sus alegaciones
que, en lo fundamental, consisten en lo siguiente:

En primer término, considera que las decisiones de
la Administración Penitenciaria de intervenir las comu-
nicaciones del recurrente están fundadas en los hechos
que motivaron en su momento que la autoridad judicial

decretase prisión (colaboración con banda armada), y
no en apreciaciones subjetivas: considera coherente la
adopción de la medida.

En segundo término, aduce que dichos hechos cons-
tituyen per se un razonamiento concreto, pues la relación
entre seguridad pública (concepto indeterminado) y
terrorismo (supuesto de hecho) ofrecen una conexión
evidente.

Alega, asimismo, que la intervención de las comu-
nicaciones a las que fue sometido el recurrente, cons-
tituye una medida preventiva de seguridad pública y no
una sanción, por lo que carece de entidad para lesionar
el derecho a la presunción de inocencia, que tampoco
se vulnera por el hecho de que el recurrente tuviere
la condición de preso preventivo, pues la intervención
se fundamenta en el art. 51 L.O.G.P., que se aplica tanto
a los penados como a los preventivos por su situación
de restricción de libertad judicialmente acordada, sin que
la Administración Penitenciaria pueda por sí hacer uso
de apreciaciones propias.

Respecto a la limitación del número de cartas que
denuncia el quejoso, considera que constituye una posi-
bilidad prevista en el Reglamento penitenciario y resulta
adecuada al fin perseguido con la intervención. El Abo-
gado del Estado interesa la denegación del amparo.

13. El Ministerio Fiscal, en su escrito de 22 de mayo
de 1996, reproduce íntegramente las alegaciones pre-
sentadas con ocasión del traslado que se efectuó según
lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC, e interesa de este
Tribunal que dicte Sentencia, de acuerdo con los arts.
86 y 80 LOTC y 372 L.E.C., desestimando el recurso
de amparo.

14. En virtud de providencia de 5 de febrero de
1999, se señaló el día 8 del mismo mes y año para
deliberación de la presente Sentencia, en que se inició
el trámite, que ha finalizado el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se interpone con-
tra el Auto de la Sección Primera de la Audiencia Pro-
vincial de Albacete de 10 de julio de 1995, parcialmente
desestimatorio del recurso de apelación formulado con-
tra los Autos de 15 de marzo y 5 de abril de 1995,
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Cas-
tilla-La Mancha, relativos a la queja formulada por el
recurrente, interno en calidad de preso preventivo en
el Centro Penitenciario de Albacete, contra la decisión
del Director del citado Centro en la que se acordó la
intervención y limitación de sus comunicaciones. En la
demanda se denuncia la vulneración del principio de
legalidad penal (art. 25.1 C.E.) y de los derechos a la
presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.), a la intimidad
(art. 18.1 C.E.), al secreto de las comunicaciones (art.
18.3 C.E.) y a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).
El Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado piden la
desestimación del recurso por entender que ninguna de
las quejas formuladas pueden servir como fundamento
de la pretensión de amparo.

2. Planteada así la cuestión es preciso delimitar tan-
to el objeto como las quejas a las que se contrae el
recurso. En cuanto al objeto del recurso, éste se dirige,
en primer término, contra la decisión de la Dirección
del Centro Penitenciario de Albacete de intervenir y limi-
tar la correspondencia oral y escrita del recurrente, inter-
no en el referido Centro en calidad de preso preventivo,
en aplicación del art. 51 de la Ley Orgánica General
Penitenciaria (L.O.G.P.). Se imputa a este Acuerdo la
lesión de los arts. 18. 1 y 3, 24. 2 y 25. 1 C.E., por
entender que la medida es una sanción encubierta, fun-
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dada en su presunta pertenencia a una organización
terrorista, hecho éste no probado ya que el recurrente
no ha sido condenado ni está procesado. Se alega, ade-
más, que la decisión de la Dirección del Centro ha
supuesto una restricción injustificada, sin cobertura legal,
de sus derechos fundamentales a la intimidad y al secreto
de las comunicaciones.

En segundo término, el recurso también se dirige con-
tra los Autos de 15 de marzo y 5 de abril de 1995
del Juez de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La
Mancha y contra el Auto de la Audiencia Provincial de
Albacete de 10 de julio de 1995, que desestimaron la
queja formulada por el recurrente y confirmaron, con
modificaciones parciales que no afectan al objeto del
presente recurso, el Acuerdo de la Dirección del Centro
Penitenciario. Se reprocha a tales Autos no haber repa-
rado las vulneraciones de derechos fundamentales que
se imputan al Acuerdo de la Administración Penitenciaria
y, además, carecer de motivación suficiente para jus-
tificar la restricción de derechos constitucionales sus-
ceptibles de amparo.

Se trata, por tanto, de un recurso de amparo de natu-
raleza mixta, puesto que las violaciones de derechos fun-
damentales se atribuyen tanto a la Administración Peni-
tenciaria, como a las resoluciones dictadas por los órga-
nos judiciales (arts. 43 y 44 LOTC).

Por lo que se refiere a las vulneraciones constitu-
cionales, es preciso señalar que, aunque en la demanda
se invoca la infracción del derecho a la intimidad (art.
18.1 C.E.) y del derecho al secreto de las comunicaciones
(art. 18.3 C.E.), nuestro análisis ha de centrarse en el
último de ellos, al venir configurado el secreto de las
comunicaciones como una de las manifestaciones del
derecho a la intimidad. De otra parte, las alegaciones
referidas a la infracción del principio de legalidad y del
derecho a la presunción de inocencia, aunque distintas,
pueden ser objeto de análisis conjunto, pues así aparecen
expuestas y desarrolladas en el escrito de demanda.

3. La primera queja a resolver, por tanto, es la rela-
tiva a la supuesta infracción del principio de legalidad
penal (art. 25.1 C.E.) y del derecho a la presunción de
inocencia (art. 24.2 C.E.). En la demanda se razona, al
respecto, que la medida de intervención de las comu-
nicaciones, acordada por la Dirección del Centro Peni-
tenciario con base en el art. 51.5 L.O.G.P., es una sanción
carente de cobertura legal y fundada en hechos no pro-
bados —la presunta pertenencia del recurrente a una
organización terrorista—, pues el quejoso no ha sido con-
denado y ni siquiera procesado.

Del mismo planteamiento de la cuestión se deduce
que ninguna de estas alegaciones pueden servir como
fundamento de la pretensión de amparo. En primer tér-
mino, la medida adoptada por el Director del Centro
Penitenciario no constituye sanción disciplinaria alguna,
sino que es una decisión cautelar prevista por la Ley
y dirigida a garantizar la ordenada convivencia y la segu-
ridad del Centro Penitenciario, razón por la cual, al no
constituir pena o sanción administrativa, la medida
impugnada no puede vulnerar el art. 25.1 C.E. En segun-
do término, por lo mismo, el Acuerdo cuestionado tam-
poco puede vulnerar el derecho a la presunción de ino-
cencia, ya que el recurso «no se dirige contra una Sen-
tencia condenatoria, ni siquiera contra una Resolución
administrativa que imponga una sanción disciplinaria,
sino contra una medida preventiva que carece de entidad
para lesionar el referido derecho fundamental, cuales-
quiera que sean las irregularidades en que pueda haber
incurrido» (STC 183/1994, fundamento jurídico 2.o).

4. La segunda queja que plantea el recurrente, y
que constituye el núcleo esencial de su pretensión de
amparo, es la relativa a la supuesta infracción del derecho

al secreto de las comunicaciones (art. 18.3 C.E.) como
consecuencia de la intervención y limitación de ellas,
acordada por la Dirección del Centro Penitenciario.

A fin de enjuiciar esa queja, es necesario recordar
la doctrina de este Tribunal sobre el derecho al secreto
de las comunicaciones del que goza una persona interna
en un establecimiento penitenciario y, ante todo, decir
que «los derechos fundamentales reconocidos por la
Constitución sólo pueden ceder ante los límites que la
propia Constitución expresamente imponga o ante los
que, de manera mediata o indirecta, se infieran de la
misma al resultar justificados por la necesidad de pre-
servar otros bienes y derechos jurídicamente protegidos»
(STS 57/1994, con cita de las SSTC 11/1981 y
2/1982).

Este Tribunal ha afirmado reiteradamente que con
ocasión del internamiento en un Centro Penitenciario
se establece entre la Administración Penitenciaria y las
personas recluidas en el mismo una especial relación
jurídica, que nuestra jurisprudencia ha incardinado den-
tro de las denominadas «relaciones especiales de suje-
ción» (SSTC 74/1985, fundamento jurídico 2.o; 2/1987,
fundamento jurídico 4.o; 120/1990, fundamento jurídico
6.o). En virtud de tal sujeción, y así se desprende del
art. 25.2 C.E., el interno gozará de los derechos fun-
damentales previstos en el Capítulo Segundo del Título
I de la C.E., con la excepción de los constitucionalmente
restringidos. El interno, como ha señalado la STC
2/1987, «se integra en una institución preexistente y
que proyecta su “autoridad” sobre quienes, al margen
de su condición común de ciudadanos (y como con-
secuencia de la modificación de su status libertatis),
adquieren el status específico de individuos sujetos a
un poder público que no es el que, con carácter general,
existe sobre el común de los ciudadanos» (fundamento
jurídico 2.o), aunque, ciertamente, el ejercicio de dicha
vigilancia está sometida a normas legales de estricto
cumplimiento, con un concreto control judicial a través
de la jurisdicción de Vigilancia Penitenciaria. Además,
la vigilancia del interno se encuentra limitada por la fina-
lidad propia de la relación especial de sujeción (art. 1
L.O.G.P.) y por el valor preferente de los derechos fun-
damentales del recluso, que el art. 25.2 C.E. expresa-
mente reconoce (SSTC 129/1990, fundamento jurídico
6.o y 57/1994, fundamento jurídico 3.o). Por eso, dicha
relación de sujeción especial y las limitaciones de la mis-
ma deben ser entendidas en un sentido restringido com-
patible con el meritado valor preferente (SSTC
120/1990, fundamento jurídico 6.o; 137/1990, funda-
mento jurídico 4.o, y 129/1995).

No todas las relaciones especiales de sujeción, sin
embargo, han de tener el mismo tratamiento normativo.
Los internos, como acabamos de indicar, conservan el
disfrute de sus derechos fundamentales, con la excep-
ción de los constitucionalmente restringidos. Las normas
generales contenidas en la L.O.G.P. tienen esta finalidad
protectora. Pero, como se recoge en la misma L.O.G.P.,
hay que asegurar la seguridad y el buen orden de los
Establecimientos Penitenciarios. En lo que se refiere a
las comunicaciones y visitas, el art. 51 de la L.O.G.P.
faculta a la dirección del Establecimiento Penitenciario
a tomar medidas concretas, dentro de la Ley y dando
cuenta al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, con el fin
de que la institución funcione correctamente; la super-
visión judicial adquiere, en estos casos, especial relieve.

5. Hechas estas precisiones hay que considerar una
doble denuncia que, de modo un tanto impreciso, se
formula en la demanda: 1.o) El Acuerdo de intervención
y limitación de las comunicaciones se adoptó de forma
indefinida, sin justificación y motivación suficiente y sin
tener en cuenta las circunstancias personales del
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recurrente; 2.o) Falta de cobertura legal de la medida,
en cuanto que la misma afecta directamente a las comu-
nicaciones del recurrente con su familia pero también
a la relación con su Abogado. Se alega, además, que
el recurrente no es un condenado, sino un preso
preventivo.

En cuanto a la primera de las denuncias, referida a
la falta de motivación y justificación de la decisión, cabe
reiterar que el Acuerdo al que se refiere el art. 51.5
L.O.G.P. ha de ser motivado, debiendo notificarse al inter-
no (art. 91.1 del Reglamento Penitenciario de 1981)
y dar cuenta del mismo a la autoridad judicial compe-
tente. Al respecto, nuestra jurisprudencia ha insistido
en la importancia y necesidad de la motivación del Acuer-
do de intervención «no sólo porque ello permite acreditar
las razones que justifican la medida de restricción del
derecho, sino, además, porque constituye el único medio
para constatar que la ya limitada esfera jurídica del ciu-
dadano interno en un Centro Penitenciario no se res-
tringe o menoscaba de forma innecesaria, inadecuada
o excesiva. De este modo, la falta o insuficiencia de
la motivación afecta a la propia justificación del supuesto
habilitante para la suspensión o restricción del derecho,
en este caso, del derecho al secreto de las comunica-
ciones. Y, por tanto, al propio derecho fundamental, pues
sin ella el recluso que ve limitado el ejercicio de su dere-
cho desconoce la razón de esa restricción y los órganos
jurisdiccionales, encargados de efectuar el control rela-
tivo a la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la
medida, carecen de los datos indispensables para llevar
a cabo esta tarea, que es el objeto primordial del control
jurisdiccional». (STC 200/1997, con cita de las SSTC
170/1996, 128/1997 y 175/1997).

De la doctrina constitucional citada es preciso resal-
tar, a los efectos de lo ahora planteado, los siguientes
extremos:

a) El contenido de la motivación ha de extenderse,
primero, a la especificación de cual de las finalidades
legalmente previstas —seguridad y buen orden del esta-
blecimiento, en el caso de los presos preventivos— es
la perseguida con la adopción de la medida, y, segundo,
a la explicitación de las circunstancias que permiten con-
cluir que la intervención resulta adecuada para alcanzar
la finalidad perseguida. Respecto de este último requisito
se ha matizado en la Sentencia últimamente citada, la
STC 200/1997, que «la individualización de las circuns-
tancias del caso e incluso de la persona del recluso no
significa que dichas circunstancias deban ser predicables
única y exclusivamente del interno objeto de la medida,
o que si se trata de características que concurren en
un grupo de personas no puedan aducirse como causa
justificativa de la intervención. Individualizar no significa
necesariamente destacar rasgos que concurren exclu-
sivamente en el recluso afectado. Puede tratarse de unos
rasgos comunes a los pertenecientes a un colectivo o
a una organización; en estos casos, lo que debe indi-
vidualizarse es esa característica común que a juicio de
la Administración Penitenciaria justifica en el supuesto
concreto la adopción de la medida» (fundamento
jurídico 4.o).

b) En lo referente a los aspectos formales de la moti-
vación, cuya finalidad sigue siendo el hacer posible el
control jurisdiccional de la medida, el Acuerdo ha de
contener los datos necesarios para que el afectado y
posteriormente los órganos judiciales puedan llevar a
cabo el juicio de idoneidad, necesidad y proporciona-
lidad, «aunque no resulta exigible que en el mismo se
explicite ese triple juicio por parte de la Administración».
Los referidos datos pueden completarse con los que de
forma clara y manifiesta estén en el contexto en que
se ha dictado el Acuerdo (STC 200/1997, fundamento
jurídico 4.o).

c) El Acuerdo de intervención de las comunicacio-
nes genéricas del interno, orales y escritas, previsto en
el art. 51.5, debe cumplir, además del requisito de moti-
vación y de doble comunicación o notificación —«dando
cuenta» el Director del Establecimiento a la autoridad
judicial competente y notificándose al interno, como exi-
ge el art. 91.1 del Reglamento Penitenciario de 1981—
otra exigencia o requisito: la necesidad de preestablecer
un límite temporal a la medida de intervención. Esta
exigencia está estrechamente vinculada con los fines
que se persiguen o justifican la medida (seguridad, buen
orden del establecimiento) y posibilita, asimismo, el triple
juicio de idoneidad, necesidad y proporcionalidad que
ha de efectuarse en el posterior control jurisdiccional
de ella. Pues, como tenemos afirmado, «el mantenimien-
to de una medida restrictiva de derechos, como la ana-
lizada, más allá del tiempo necesario para la consecución
de los fines que la justifican, podría lesionar efectiva-
mente el derecho afectado, en este caso el derecho al
secreto de las comunicaciones» (STC 170/1996, con
cita de las SSTC 206/1991 y 41/1996).

Ahora bien, este Tribunal, en la argumentación
expuesta en la STC 200/1997, ha puntualizado que la
determinación del período temporal de la vigencia de
la medida no significa necesariamente la fijación de una
fecha concreta de finalización de la misma, sino que
su duración puede hacerse depender de la desaparición
de la condición o circunstancia concreta que justifica
la restricción. En este caso, su pertenencia a la banda
terrorista ETA, por apreciarlo así el Juzgado Central de
Instrucción núm. 4 (sumario 102/93). Literalmente diji-
mos en la STC 200/1997: «Por todo ello, el Tribunal
ha venido exigiendo que al adoptarse la medida de inter-
vención de las comunicaciones se determine el período
temporal de su vigencia, aunque para ello no sea estric-
tamente necesario fijar una fecha concreta de finaliza-
ción sino que ésta puede hacerse depender de la desa-
parición de la condición o circunstancia concreta que
justifica la intervención. El Acuerdo puede, pues, en
determinadas circunstancias sustituir la fijación de la
fecha por la especificación de esa circunstancia, cuya
desaparición pondría de manifiesto que la medida habría
dejado de ser necesaria» (fundamento jurídico 4.o).

6. La aplicación de la anterior doctrina, sucintamen-
te expuesta, conduce a afirmar que carecen de funda-
mento la quejas del recurrente acerca de la falta de
motivación y justificación de la medida de intervención
y limitación de las comunicaciones. En efecto, si bien
es cierto que el Acuerdo del Director del Establecimiento
Penitenciario, confirmado judicialmente, puede conside-
rarse escueto, explicita, sin embargo, el fin perseguido
con él, que no es otro que la seguridad del Estable-
cimiento: uno de los fines que pueden justificar, desde
la perspectiva constitucional, una restricción del ejercicio
del derecho al secreto de las comunicaciones.

La insuficiencia de la individualización de las circuns-
tancias personales, que constituye la principal queja de
la demanda, ha de ser igualmente rechazada, puesto
que hace referencia expresa tanto a su condición de
preso preventivo, como a la supuesta «pertenencia del
recurrente a la banda terrorista ETA, cuya organización
y potencial delictivo es sobradamente conocido y que
trata de recabar la mayor información posible para sus
pretensiones terroristas». El Auto del Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria, de 15 de marzo de 1995, destaca
la «presunta vinculación del interno con grupo armado»,
así como el hecho de instruirse el sumario 102/93, en
el que está imputado, «por asesinato vinculado a la actua-
ción del grupo armado ETA». Y como este Tribunal tiene
establecido «el dato de la pertenencia a una concreta
organización de la que consta que ha atentado reite-
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radamente contra la seguridad de las prisiones y contra
la vida y la libertad de los funcionarios supone en este
caso una individualización suficiente de las circunstan-
cias que justifican la medida, ya que se conoce sufi-
cientemente el riesgo concreto de esta organización que
en efecto puede poner en peligro la seguridad y buen
orden del Centro» (STC 200/1997, fundamento jurí-
dico 5.o).

No representa un impedimento para la aplicación de
esta doctrina el que se trate de un preso preventivo,
circunstancia ésta aludida por el recurrente. Por más
que, en términos generales, el hecho de tratarse de un
preso preventivo, y no de un condenado, deba merecer
una específica consideración a la hora de adoptar moti-
vadamente medidas que supongan la restricción de un
derecho, cabe reiterar, por lo que al presente caso con-
cierne, la apreciación que se acaba de formular con apo-
yo en la STC 200/1997.

El art. 25.2 se refiere a los condenados a pena de
prisión que estuvieren cumpliendo la misma, los cuales
gozan de los derechos fundamentales, en la forma y
con las limitaciones que hemos expuesto antes. Ni ese
precepto ni ninguno otro de la Constitución mencionan
a los presos preventivos, que, como ocurre con los con-
denados, son titulares efectivos de los derechos funda-
mentales, las cuales habrán de ejercitarse según la regu-
lación legalmente establecida (art. 53.1 C.E.). Como diji-
mos en la STC 83/1984, «este principio de reserva de
la ley entraña, en efecto, una garantía esencial de nuestro
Estado de Derecho, y como tal ha de ser preservado.
Su significado último es el de asegurar que la regulación
de los ámbitos de libertad que corresponden a los ciu-
dadanos dependa exclusivamente de la voluntad de sus
representantes (fundamento jurídico 4.o).

Con estas garantías, la L.O.G.P. regula el ejercicio de
los derechos de los «internos», una denominación que
incluye a todos los reclusos de un Establecimiento Peni-
tenciario, sean detenidos, presos o penados (art. 1). En
lo que atañe a las comunicaciones de los internos, mate-
ria del presente recurso, el art. 51 de esa Ley Orgánica
precisa con detalle la forma en que han de llevarse a
cabo las comunicaciones y las restricciones impuestas
a los mismos, «por razones de seguridad, de interés de
tratamiento y del buen orden del establecimiento» (art.
51.1 L.O.G.P.). Según hemos expuesto, la suspensión
de las comunicaciones han de ser motivada, así como
la intervención de ellas, «dando cuenta a la autoridad
judicial competente» (art. 51.5 L.O.G.P.), una garantía
reforzada de singular importancia.

7. En relación con la falta de cobertura legal del
Acuerdo de la Dirección del Centro Penitenciario, el que-
joso denuncia que la intervención y limitación de las
comunicaciones acordada también afecta a sus relacio-
nes con su Abogado, supuesto éste no amparado por
la norma aplicada.

Es preciso recordar que el art. 51 L.O.G.P., que reco-
noce el derecho de los reclusos a las comunicaciones,
distingue efectivamente varias modalidades de comu-
nicación que somete a regímenes legales diferenciados
(SSTC 183/1994 y 170/1997). El apartado primero se
refiere a las que pueden denominarse «comunicaciones
genéricas», en cuanto autoriza a los internos a comunicar
periódicamente, de forma oral y escrita, en su propia
lengua, con sus familiares, amigos y representantes en
organismos internacionales e instituciones de coopera-
ción penitenciaria, salvo en los supuestos de incomu-
nicación judicial. El apartado segundo, del mismo art. 51,
considera las «comunicaciones específicas» del interno
con su Abogado defensor y con el Procurador que lo
represente. El apartado tercero, por último, regula otro
tipo de «comunicaciones específicas», las mantenidas

con profesionales acreditados, con asistentes sociales
y con sacerdotes o ministros de una religión.

Las limitaciones que pueden experimentar las comu-
nicaciones de un recluso se establecen en el mismo
art. 51.1 L.O.G.P. que, además de mencionar los casos
de incomunicación judicial, impone que las comunica-
ciones se celebren de una manera en la que se respete
al máximo la intimidad, pero permite que sean restrin-
gidas «por razones de seguridad, de interés de trata-
miento y del buen orden del establecimiento». El art.
51.5 admite que las comunicaciones «genéricas» sean
suspendidas o intervenidas motivadamente por el Direc-
tor del establecimiento, dando cuenta a la autoridad judi-
cial competente. El art. 51.2 dispone que las comuni-
caciones específicas entre el interno y su Abogado o
Procurador no podrán ser suspendidas o intervenidas,
salvo por orden de la autoridad judicial y en los supuestos
de terrorismo.

En el presente caso, la intervención y limitación de
las comunicaciones acordada no se refiere expresamen-
te a las comunicaciones específicas del recurrente con
su Abogado defensor o con el Abogado expresamente
llamado en relación con asuntos penales, a los que se
refiere el art. 51.2 L.O.G.P., pues la intervención afecta,
como se reconoce en el inicial escrito del recurrente,
a las comunicaciones genéricas, por lo que resulta evi-
dente que la legalidad de la medida está cubierta, con
carácter general, por el art. 51 L.O.G.P., que permite
la intervención de las comunicaciones y las justifica. En
este sentido, las razones de la intervención se configuran
como causas legítimas para ordenarlas y consiguiente
restricción de las comunicaciones escritas de un interno.

Sin perjuicio de que el art. 98 en relación con el
art. 90, ambos del Reglamento penitenciario (arts. 46
y 42 del Reglamento penitenciario aprobado por Real
Decreto 190/1996, de 9 de febrero), establezcan en
un mínimo de dos las cartas que semanalmente pueden
recibir y remitir los internos cuyas comunicaciones se
hallan intervenidas, la Dirección del Centro Penitenciario
está facultada, en el ámbito de la intervención, para fijar,
dentro de la Ley y dando cuenta al Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria, el volumen de la correspondencia, a fin
de asegurar el funcionamiento correcto de la institución.
Sucede, además, que conforme se afirmó en la citada
STC 83/1984, «el principio (de reserva de ley para regu-
lar el ejercicio de los derechos y libertades: art. 53.1
C.E.) no excluye, ciertamente, la posibilidad de que las
leyes contengan remisiones a normas reglamentarias,
pero sí que tales remisiones hagan posible una regu-
lación independiente y no claramente subordinada a la
Ley, lo que supondría una degradación de la reserva
formulada por la Constitución en favor del legislador.
Esto se traduce en ciertas exigencias en cuanto al alcan-
ce de las remisiones o habilitaciones legales a la potestad
reglamentaria, que pueden resumirse en el criterio de
que las mismas sean tales que restrinjan efectivamente
el ejercicio de esa potestad a un complemento de la
regulación legal que sea indispensable por motivos téc-
nicos o para optimizar el cumplimiento de las finalidades
propuestas por la Constitución o por la propia Ley» (fun-
damento jurídico 4.o). Ese complemento de regulación
legal es, cabalmente, el que ahora hemos considerado.

8. Resta por examinar, finalmente, la alegación rela-
tiva a la falta de motivación de los Autos dictados por
el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Cas-
tilla-La Mancha y por la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Albacete, que rechazaron la queja formu-
lada por el recurrente contra el Acuerdo de la Dirección
del Centro Penitenciario.

Basta la lectura de las resoluciones judiciales impug-
nadas para comprobar que la queja se reduce pura y
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simplemente a la discrepancia del recurrente con el razo-
namiento y fundamentación de las resoluciones recurri-
das. En el Auto de 15 de marzo de 1995 del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha
se razona expresamente que «existe una presunta vin-
culación del interno con un grupo armado suficiente-
mente inferida... por lo que resulta necesaria y propor-
cionada la medida de intervención de comunicación en
prisión, con amparo legal en el art. 51 de la Ley Orgánica
General Penitenciaria, por razones de seguridad (del esta-
blecimiento y general) puesto que no existe ninguna
constancia de ruptura o desvinculación del interno con
la organización». La motivación de las resoluciones judi-
ciales que confirman la medida es suficiente, desde la
perspectiva del art. 18.3 C.E., haciendo suya la moti-
vación del Acuerdo impugnado y complementándola, por
lo que no se puede imputar a los órganos judiciales
una lesión del art. 24.1 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Imanol Joseba Chavarri Lopategui.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de julio de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubricado.

18107 Sala Segunda. Sentencia 142/1999, de 22
de julio de 1999. Recurso de amparo
224/1996. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Sevilla dictada en recurso de
apelación contra la pronunciada por el Juz-
gado de lo Penal núm. 8 de la misma ciudad,
en causa seguida por delito de intrusismo. Vul-
neración del principio de legalidad penal: Apli-
cación extensiva del tipo definido en el art.
321.1 del Código Penal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 224/96, interpuesto
por don Andrés Fernández Soto, representado por el
Procurador de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal
y asistido del Letrado don Manuel Camino Martín, contra
la Sentencia núm. 356/1995 de la Sección Tercera de
la Audiencia Provincial de Sevilla de 21 de noviembre
de 1995, que desestimó el recurso de apelación inter-
puesto contra la dictada con núm. 216/1995 por el
Juzgado de lo Penal núm. 8 de la misma ciudad, con

fecha 19 de abril de 1995, en procedimiento abreviado
núm. 609/94, seguido por delito de intrusismo. Ha sido
parte el Colegio Oficial de Gestores Administrativos de
Sevilla, representado por el Procurador don Francisco
José Abajo Abril, y ha intervenido el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego González
Campos, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado el 15 de enero de
1996 en el Juzgado de Guardia de Madrid, se interpuso
el recurso de amparo que se ha dejado mencionado
en el encabezamiento.

2. Los hechos más relevantes que se desprenden
de la demanda y de las resoluciones impugnadas son,
en síntesis, los siguientes:

a) El Colegio Oficial de Gestores Administrativos de
Sevilla encargó a la Agencia de Detectives Privados
«Larry» un informe sobre las actividades del recurrente,
de cuya ejecución se encargó el detective don José María
Olmedo Pujol. Éste se personó en la Agencia de Seguros
que el demandante de amparo tiene en la población
de Las Cabezas de San Juan y, sin indicarle su condición
de detective, le solicitó que tramitara un cambio de domi-
cilio del permiso de circulación y, al parecer, una licencia
de caza. El demandante de amparo informó al detective
de la documentación que debía entregarle y le indicó
asimismo que los honorarios por todo ello ascenderían
a la cantidad de 15.000 pesetas. Como consecuencia
del informe de la Agencia de Detectives, de 1988, el
Colegio presentó denuncia por estos hechos y poste-
riormente se constituyó en acusación particular en el
procedimiento abreviado incoado por un posible delito
de intrusismo.

b) La Sentencia de instancia, dictada el 19 de abril
de 1995, condenó al hoy recurrente de amparo como
autor de un delito de intrusismo del art. 321 del Código
Penal (en adelante C.P.) de 1973 a la pena de seis meses
y un día de prisión menor, a las accesorias legales, así
como al pago de las costas. La versión del recurrente
de amparo, Sr. Fernández Soto, conforme a la cual él
actuaba en calidad de intermediario para una Gestoría
sevillana, de acuerdo con el ofrecimiento de uno de sus
empleados, es descartada por esta resolución de ins-
tancia, por cuanto este extremo no fue puesto en cono-
cimiento por el Sr. Fernández Soto al detective cuando
éste le solicitó sus servicios.

c) Contra dicha resolución interpuso la representa-
ción del recurrente recurso de apelación, en el que se
aducía, entre otras alegaciones, que se había vulnerado
el principio de legalidad penal del art. 25.1 C.E. y se
solicitaba a la Sala que, si lo estimaba necesario, plan-
teara cuestión de constitucionalidad sobre el precepto
aplicado. La Sentencia de la Sección Tercera de la
Audiencia Provincial de Sevilla de fecha 21 de noviembre
de 1995 desestimó el recurso y confirmó la resolución
impugnada.

3. La demanda solicita la declaración de nulidad de
las dos resoluciones judiciales o, subsidiariamente, que
se retrotraigan las actuaciones al momento de dictar
Sentencia, así como la suspensión de la ejecución de
la condena.

La primera vulneración aducida es la del principio
de legalidad penal del art. 25.1 C.E. El punto de par-
tida de la fundamentación de esta queja consiste en
reputar aplicable a este caso la doctrina sentada por
la STC 111/1993, en relación con la interpretación y
aplicación del art. 321 C.P. La semejanza de supuestos,
en uno y otro caso, se considera evidente por las siguien-
tes razones: En primer lugar, porque para ejercer la pro-


